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REGIMEN DE TRANSICION Y ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005. Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintisiete de mayo de dos mil dieciséis, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Original del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 19 de enero de 2015, dentro del proceso que promueve la señora ROSALBA ALZATE DE SALAZAR en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00170-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Rosalba Alzate de Salazar que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir 15 de diciembre de 2009, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus pretensiones en que nació el 6 de enero de 1952, cumpliendo los 55 años de edad en la misma calenda del año 2007, contando, al primero de abril de 1994 con más de 35 años de edad; relata que en toda su vida laboral cotizó un  un total de 1.212.57 semanas de las cuales 775,42 lo fueron antes de entrar en vigencia el Acto Legislativo 001 de 2005; informa que el 14 de octubre de 2009 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, misma que fue negada por medio de la resolución Nº 045 de 11 de enero de 2011, debido al traslado de régimen que efectúo en una oportunidad; que contra dicho acto administrativo interpuso los recursos de Ley con los cuales no logró modificar la decisión, pero si agotar la vía gubernativa, aunque, posteriormente presentó nueva solicitud pensional, pero a la fecha no ha sido atendida.
La entidad accionada dentro del término conferido para dar respuesta a la demanda, guardó silencio.
En sentencia de 19 de enero de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que la señora Alzate de Salazar perdió los beneficios transicionales al trasladarse de régimen, los cuales no recuperó con su retorno al Instituto de Seguros Sociales, por lo que procedió a va verificar los requisitos establecidos en el artículo 33 de la Ley 100 de 1996, para precisar que no reunió el número de semanas necesarias para hacerse con la pensión de vejez, pues sólo acreditó 1179 semanas de las 1.275 que debió acreditar al año 2014, anualidad de la última cotización. 
No hubo apelación de la sentencia, por lo que se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a favor del afiliado.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es beneficiaria la señora Rosalba Alzate de Salazar del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993? 

De ser negativa la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama, por reunir los requisitos establecidos por el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo  9  de  la Ley 797 de 2003?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el 31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
2. TRASLADO DEL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL AL REGIMEN DE PRIMA MEDIA EN EL CASO DE BENEFICIARIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION.

Señaló la Corte Constitucional en la sentencia SU-130 de 13 de marzo de 2013 con ponencia del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, que “… únicamente los afiliados con quince (15) años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia el SGP, pueden trasladarse “en cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida, conservando los beneficios del régimen de transición.”.

3. EL CASO CONCRETO

Con el fin de resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la demandante, resulta necesario señalar que no se encuentra en discusión en esta sede que la señora Alzate de Salazar nació el 6 de enero de 1952, pues de ello da fe el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Segunda del Circulo de Pereira –fl.20-, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 42 años de edad, siendo en principio beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
Ahora bien, tampoco fue tema de controversia el hecho de que actora, encontrándose en el régimen de prima media con prestación definida, se trasladó voluntariamente, en el mes de abril de 1999 al régimen de ahorro individual, retornando nuevamente al Instituto de Seguros Sociales para el ciclo de marzo de 2004. Dicha decisión, trajo consigo la pérdida del régimen de transición, tal como lo prevé el inciso 4º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sin ninguna posibilidad de recuperarlo, pues al 1º de abril de 1994, sólo contaba con 325.43, equivalentes a 6 años, 3 meses y 22  días, contabilizadas entre tiempos públicos y privados.   
Encontrando entonces que la accionante no es beneficiaria del régimen de transición, debe la Sala verificar si reúne los requisitos para acceder a la gracia pensional  bajo los lineamientos del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003, para lo cual debe decirse que como quiera que cumplió 55 años el 6 de enero de 2007, para ese año debió acreditar un total de 1.100 semanas y sólo demostró 897.62 semanas; para el año 2008, de las 1.125 que debió reportar, contabilizó 949.05; en el año 2009 se registraron 1.000.48 semanas de las 1.150 que establece la norma; para el año 2010 y 2011 tampoco reúne los requisitos de ley, pues acredita 1.051.941 y 1.103.34 semanas respectivamente, de las 1.175 y 1.200 que debe reportar en cada uno de esos años; igual situación acontece en los años 2012, 2013 y 2014, dado que sólo registra 1.150.34, 1.201.39 y 1.218.48 respectivamente, de las 1.225, 1.250 y 1.275 que establece la citada disposición que deben ser demostradas en dichas anualidades.
Así las cosas, como quiera que la no hay lugar a reconocer derecho pensional alguno a favor de la señora Alzate de Salazar, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 17 de marzo de 2015.

Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 19 de enero de 2015.
Sin costas en esta instancia por tratarse del grado jurisdiccional de consulta.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCIA CAICEDO CALDERON

                                                                   Magistrada 

                                                                   Salva voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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Pensión de vejez – artículo 9º Ley 797 de 2003: Esta Corporación ha sostenido en otras oportunidades que siendo la Seguridad Social en Pensiones un derecho fundamental que incide de manera directa en la vida de una población vulnerable como lo son los pre-pensionables, y como tal, amparados por la Constitución con la cláusula de no discriminación consagrada en el inciso 2º del artículo 13, ello exige de los operadores jurídicos una acción afirmativa en su favor, como lo es una interpretación que favorezca sus derechos. En ese sentido resulta válido afirmar que una vez la actora alcanzó los 55 años de edad, el 6 de enero de 2007, generó la expectativa legítima tendiente a obtener su pensión de vejez una vez alcanzara las 1075 semanas exigidas para esa anualidad, mismas que alcanzó en el 2011.

SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto manifiesto mi inconformidad frente a la sentencia mayoritaria, por cuanto considero que en el presente caso había lugar a reconocer la pensión de vejez consagrada en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, a partir del día siguiente a aquel en el que la demandante efectuó su última cotización al sistema general de pensiones, por las siguientes razones: 

1.1 Norma que rige la pensión de vejez cuando la Ley 100 sufre modificaciones

El régimen de prima media con prestación definida consagrado en la Ley 100 de 1993 establece dos requisitos para obtener la pensión de vejez: la edad y un número mínimo de semanas cotizadas. Muchos de los afiliados suelen cumplir el número mínimo de semanas antes de cumplir la edad, caso en el cual pueden optar por seguir cotizando o abstenerse de hacerlo mientras cumplen aquel segundo requisito. También puede ocurrir  que cumplen la edad pero les falta el mínimo de cotizaciones.

El cumplimiento de cualquiera de los dos requisitos no presentaría problema alguno sino fuera porque las reformas a la Ley 100 de 1993 modificaron la edad y el número mínimo de cotizaciones, aumentándolas de la siguiente manera:

Edad: Inicialmente se estableció 55 años para las mujeres y 60 años para los hombres, pero con el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, que modificó el artículo 33 de la Ley 100 se estableció que a partir del 1º de enero de 2014 la edad se incrementará a 57 años si es mujer o 62 si es hombre.

 Número de semanas: La Ley 100 original estipuló 1000 semanas, pero con la citada reforma se estipuló que a partir del 1º de enero de 2005 el número de semanas se incrementaría en 50 y, a partir del 1º de enero de 2006 se incrementaría en 25 cada año hasta llegar a 1300 semanas en el año 2015.

Pese a lo anterior, la Ley 797 de 2003 no previó la cantidad cotizaciones que debe tener un afiliado en los casos en los cuales la edad mínima para pensionarse se cumple antes del año 2015, pero las semanas exigidas se completan con posterioridad. No obstante, siendo la Seguridad Social en Pensiones un derecho fundamental que incide de manera directa en la vida de una población vulnerable como lo son los pre-pensionables, y como tal, amparados por la Constitución con la cláusula de no discriminación consagrada en el inciso 2º del artículo 13, ello exige de los operadores jurídicos una acción afirmativa en su favor, como lo es una interpretación que favorezca sus derechos. En ese sentido resulta válido afirmar que una vez cumplida la edad, la cantidad de semanas que debe alcanzar quien pretende una pensión de vejez es la que se exigía para ese momento, por cuanto nació una expectativa legítima tendiente a obtener esa prestación. 

Sería injusto para aquellas personas que ingresan a la tercera edad exigirles que coticen, no las semanas requeridas cuando alcanzaron la edad mínima para pensionarse, sino un número superior bajo el argumento de que se está cotizando en vigencia de la norma modificatoria.

1.2 Caso concreto

No se discute en el caso de marras: i) que la actora fue beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, por cuanto al 1º de abril de 1994 tenía 42 años de edad (fl. 19); ii) que a la fecha acredita 1.218,42 semanas servidas tanto al sector público como al privado y, iii)  que a la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993 contaba con 325,43 semanas, tal como se desprende de la historia laboral válida para prestaciones económicas (fl. 66) y del certificado de información laboral emitido por el Departamento de Risaralda (fl. 31); no obstante, pese a ser beneficiaria del régimen de transición por la edad, perdió tales prerrogativas por haberse trasladado al RAIS -Porvenir-, pues a la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993 no acreditaba 15 años de servicios (fl. 21), como requisito indispensable para retornar al régimen de prima media con prestación definida, conservando los beneficios del régimen de transición; resultando inocuo, por lo tanto, verificar el cumplimiento del requisito adicional contemplado en el Acto legislativo 01 de 2005.

No obstante lo anterior, esta Corporación ha sostenido en otras oportunidades que siendo la Seguridad Social en Pensiones un derecho fundamental que incide de manera directa en la vida de una población vulnerable como lo son los pre-pensionables, y como tal, amparados por la Constitución con la cláusula de no discriminación consagrada en el inciso 2º del artículo 13, ello exige de los operadores jurídicos una acción afirmativa en su favor, como lo es una interpretación que favorezca sus derechos. En ese sentido resulta válido afirmar que una vez la actora alcanzó los 55 años de edad, el 6 de enero de 2007, generó la expectativa legítima tendiente a obtener su pensión de vejez una vez alcanzara las 1075 semanas exigidas para esa anualidad, mismas que superó en el 2011, año a partir del cual podría haber empezado a disfrutar de la prestación, sino fuera porque continuó efectuando cotizaciones hasta una fecha que se desconoce, como quiera que en la historia laboral que fuera allegada en esta instancia se percibe que continuó haciéndolo ininterrumpidamente a través del empleador “Instituto Municipal de Tránsito”.

En virtud de lo anterior, considero que se debió revocar la sentencia de primera instancia y, en su lugar, conceder la pensión de vejez consagrada en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003. 

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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